DIVISION DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

5
Licda. Flory Ortiz V.

26 de mayo de 2003

Encargada Unidad de Recursos Humanos
  
DI-AA-1227


Al contestar refiérase 

al oficio No. 05298  
26 de mayo de 2003

DI-AA-1227

Licenciada

Flory Ortiz Vargas 

Unidad de Recursos Humanos

Dirección General de Aviación Civil

Estimada señora:


Asunto:
Reconocimiento de zonaje a funcionarios destacados en el Aeropuerto Daniel Oduber Q.


Me refiero a su oficio Nº URH-532-2003, de fecha 2 de mayo de 2003, mediante el cual solicita nuestro criterio en relación con el reconocimiento de zonaje a algunos funcionarios de esa entidad destacados en el Aeropuerto Internacional Daniel Oduber Q., localizado en el ciudad de Liberia.

Al respecto y atendiendo el orden de su consulta, me permito informarle lo siguiente:

La fijación de los montos máximo y mínimo de zonaje se hace una vez al año, usualmente en el meses de junio o julio.  Los montos vigentes fueron determinados mediante la aplicación del Indice de Precios al Consumidor, calculado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) al mes de junio de 2002, y rigen desde el 2 de julio de 2002, fecha del oficio Nº 7719 (DI-AA-2067) que los autorizó. 

En relación con, si el zonaje contempla el pago de transporte de ida y/o regreso a y desde su nuevo lugar de trabajo; sobre el particular, me permito transcribir parte del oficio No. 3398 (FOE-AM-104) del 29 de marzo de 2001 de este Órgano Contralor:

[...]

En primer lugar es importante tener presente que la compensación que se recibe por “zonaje” tiene su fundamento en las circunstancias que hacen que el trabajador deba trasladarse fuera de su domicilio legal con el fin de cumplir su contrato de trabajo, siempre y cuando se cumplan las condiciones definidas por el reglamento respectivo
. En este sentido es bastante claro el oficio No. 997 del 23 de enero de 1991 de la anterior Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Contraloría General de la República:

“Como reiteradamente se ha indicado, el zonaje constituye una compensación económica adicional que se otorga en favor de aquellos funcionarios públicos que tengan que prestar sus servicios permanentemente en lugar distinto al de su domicilio legal, o que eventualmente permanezcan fuera de la circunscripción territorial de éste por más de un mes, en forma continua, siempre que la zona en donde se realice el trabajo justifique tal compensación, según lo establece el Decreto Ejecutivo No. 90-S.C. del 13 de diciembre de 1965 y sus reformas.
[...]

Así las cosas, queda claro que en materia de zonaje, la compensación económica adicional se le pagará a aquel funcionario que para el desempeño de sus labores deba trasladarse en forma permanente, a un lugar distinto de su domicilio legal, para residir en otro alejado de su circunscripción territorial, donde se presentarían las características de residencia habitual y permanente, pero sin la intención de fijar allí, ‘su principal establecimiento’. Podríamos agregar, que en este caso, la residencia en el nuevo lugar no es voluntaria, puesto que el sujeto no escoge su traslado, sino que se ve obligado a ello para el mejor desempeño de sus labores.

Al faltar el requisito esencial de la voluntad-intención de residir en ese nuevo lugar con el ánimo de fijar la sede principal de sus negocios e intereses–, los inconvenientes que se le causan al funcionario y a su familia, sea por el mayor costo de la vida que en su domicilio –según los índices de la Dirección General de Estadísticas y Censos–; sea porque los medios de comunicación  con su vecindario –domicilio- resulten más caros o difíciles o bien, porque el mismo, no ofrezca facilidades de educación y atención médica para la familia del servidor o que exista un evidente riesgo para la salud del funcionario o su familia, provocan que se le tenga que reconocer, a título de compensación económica, un pago adicional, comúnmente llamado ‘zonaje’.

Se reconoce el zonaje, también para aquellos casos en los que el funcionario deba trasladarse fuera de su domicilio legal, en forma eventual, a otro lugar donde tenga que permanecer fuera de la circunscripción territorial de aquél, por cierto período, según lo establezca el respectivo reglamento, en forma continua y siempre que la zona en donde se realice su trabajo justifique tal compensación.

Debemos advertir, que el zonaje no es un derecho que se reconoce en cualquier caso. Todo lo contrario, se debe estar, al menos, ante una de las condiciones arriba enumeradas, de lo contrario, no procederá el reconocimiento. Tales condiciones deben ser comprobadas por la Administración antes de otorgar el beneficio.

Sin embargo, puede presentarse un elemento que su trascendencia, haga variar la fundamentación del reconocimiento aludido: el cambio de domicilio legal al lugar donde presta las tareas el funcionario.

El tener que alejarse del domicilio para prestar sus servicios, causa o puede causar al funcionario, ciertas incomodidades o perjuicios, según se expuso líneas atrás y ello tiene como consecuencia, el reconocimiento del pago de zonaje. Pero si el funcionario decide voluntariamente trasladar al lugar de residencia, su domicilio con la intención de fijar allí su principal establecimiento, en el momento en que ese traslado se haga efectivo, fenece la causa que provoca el pago.”
 (El subrayado es nuestro).

En consecuencia, el pago de zonaje se justifica únicamente en el tanto se den las condiciones objetivas que ameritan dicho beneficio. Debe advertirse, en todo caso, que por no configurarse en un derecho a favor del servidor, una vez que cesen las condiciones por las cuales se reconoció el pago de zonaje, de inmediato debe cesar su pago, sin que se pueda argumentar derechos adquiridos sobre tal remuneración
.

Se debe tener presente que, en cuanto al beneficio por zonaje, este es aplicable únicamente en el tanto el funcionario se vea obligado a dejar su domicilio legal para trasladarse a un nuevo lugar con el fin de cumplir allí sus funciones, siempre que se presenten las condiciones necesarias para reconocerlo. Sin embargo, si el funcionario decide trasladar su sede principal a ese nuevo lugar y fijar allí su domicilio legal, la causa que justifica el pago de zonaje se desvanece y la Administración deberá dejar de pagar dicho beneficio.

Esta diferencia entre lugar de residencia y domicilio legal se encuentra bien explicada en la doctrina jurídica costarricense:

“[...] Con base en la división territorial administrativa del país se establece el domicilio de los sujetos al efecto de que ahí puede exigírseles el cumplimiento de sus obligaciones públicas y privadas. En esto consiste su importancia práctica.

[...] El sentido jurídico-técnico del concepto no siempre coincide con el uso corriente de este término. En el lenguaje común domicilio es el lugar donde uno vive, siendo por ello sinónimo de residencia. [...] Sin embargo, repetimos, jurídicamente domicilio no coincide necesariamente con residencia.

Una persona, pues puede residir temporalmente en un lugar y tener su domicilio en otro [...].

[...] Esto sería un concepto abstracto que expresa una ‘relación’ establecida por el Derecho (a través de la referida calificación de orden administrativa) entre un sujeto y una zona determinada.

[...] Sería más correcto pensar en el domicilio como la calificación que atribuye el derecho a una situación de relevancia social.

[...] La residencia es una situación o hecho carente de específica relevancia para los efectos jurídicos del domicilio. [...] Ella consiste en la estadía más o menos duradera de una persona en un lugar.

[...] En términos generales domicilio es pertenencia a una zona que el Derecho asigna a cada persona para específicos fines jurídicos. Es la sede jurídica de la persona. Los fines referidos son principalmente civiles y políticos. Por ello se ha hablado de domicilio civil (por ejemplo el lugar para demandar) y de domicilio político (el lugar para votar en elecciones públicas).

[...] Nuestro Código Civil define el domicilio civil de la persona física como él lugar donde ha establecido la sede principal de sus negocios e intereses. A falta de éste, el lugar donde se halla’. Lo llama domicilio ‘real’, art. 60 C.C.

El concepto de ‘sede principal’ tiene un sentido amplio y el sujeto es libre en lo relativo a su escogencia a pesar de que lo determine el Estado, pues las personas pueden cambiarlo si lo quieren; sin embargo nadie puede tener más de un domicilio; recordemos que se habla de sede principal. [...]

[...] Dada esta libertad que tienen los sujetos en cuanto a la determinación del domicilio voluntario veamos cómo queda constatado el hecho de que una persona cambie su domicilio. En principio basta comunicarlo a la autoridad administrativa del lugar que se abandona y a la del lugar al que se llega o bien, puede deducirse de circunstancias que revelen indudablemente que se ha tratado de un nuevo ‘establecimiento’. Doctrinalmente se exigen dos requisitos, uno intencional y otro material.

El cambio de domicilio para las personas físicas se efectúa por su traslado a otro lugar con intención de fijar allí la sede de sus negocios e intereses. La prueba de la intención resulta de declaración hecha, tanto del funcionario competente del lugar que se abandona, como del lugar donde se traslada el domicilio. A falta de declaración expresa, la prueba de la intención dependerá de las circunstancias. La eficación opera desde que se hace el traslado y se manifiesta la intención de trasladarse, sin que sea necesario esperar un determinado tiempo.”
 (El subrayado es nuestro)

Así, por ejemplo, si un funcionario del INCOPESCA tiene su domicilio legal en Puntarenas y, por razones laborales, se ve obligado a residir en Quepos para cumplir allí sus funciones, tendría derecho al pago de zonaje siempre que cumpla con los requisitos reglamentarios para ello y las condiciones lo justifiquen. Sin embargo, si ese funcionario traslada a Quepos su domicilio legal, la justificante para el pago de zonaje desaparece.

Tal traslado del domicilio legal se evidencia, según se citó, en el momento en que el funcionario fija en ese nuevo lugar la sede principal de sus negocios e intereses, convirtiéndose en la locación de relevancia jurídica para la imputación de sus derechos y obligaciones (verbi gratia educación de los hijos, seguro social, lugar para demandas y contratos, votaciones, obligaciones municipales, etc.).
De acuerdo con los criterios transcritos resulta claro, -en relación con su consulta- que, cuando se dan las condiciones para el reconocimiento de zonaje, la Administración no tendría porqué cubrir, además de dicha compensación, suma alguna por concepto de traslados o transporte entre el domicilio legal y el nuevo lugar de residencia del funcionario o viceversa.  

Atentamente,

Lic. Manuel J. Corrales Umaña, MBA

Jefe de Unidad
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� Sobre la aplicación al INCOPESCA del “Reglamento para el pago de zonaje a los Servidores de la Administración Pública”, Decreto Ejecutivo No. 90-S.C., véase el punto anterior.


� Contraloría General de la República, oficio N° 997 (30-DAJ-91), Op. Cit..


� En ese sentido véase también: Contraloría General de la República, División de Asesoría y Gestión Jurídica, oficio N° GJ-358-2000 dirigido al Departamento de Empresas Públicas de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa el 28 de junio de 2000.


� PÉREZ VARGAS (Víctor). Derecho Privado, 2da. Edición, San José, Costa Rica, pp. 119-122.





